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HUMBERTO MuÑoz GARCíA

ROBERTO RODRíGUEZ GÓMEZ

La educación superior
en el contexto actual

de la sociedad mexicana

Losámbitos de la sociedad que rodean al sistema de edu­
cación superior, su desarrollo y capacidades para resolver
los problemas que lo atoran son innumerables (Clark,
1983; Dill Y Sporn, 1995). Uno de tales ámbitos es el
gobierno federal (Mendoza, 2002). El régimen actual ha
presentado el Plan Nacional de Educación (PNE) 2001­
2006 en el que se anuncian políticas para la educación
superior como lasde crecer con equidad y calidad, coor­
dinar y regular el sistema, establecer criterios de finan­
ciamiento, y fincar el desarrollo futuro en la planeación,
evaluación y acreditación, entre otras.

Todas ellas tienen mayor o menor probabilidad de
éxito a partir de una serie de factores como la recu­
peración de la economía para crecer, generar trabajo y
distribuir la riqueza, la dinámica demográfica, el propio
devenir del ámbito educativo, las condiciones fiscales
del Estado para elevar sus capacidades financieras, las
peculiaridades de la vida política del país y la transición
a la democracia. También, un conjunto de expectativas
de la población sobre las necesidades sentidasde educarse
(Muñoz, 1996), que son diferentes en la estratificación
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social y que intervienen para alentar o disminuir la demanda educativa en
el nivel terciario. Finalmente, la globalización, y de manera particular la
asociación de México con los países del norte mediante el TLC afectan los
límites y posibilidades de la educación superior en México, por ejemplo, a
través de lastendenciasde cambio de las universidades de los países desarrolla­
dos (e.g. Burbulesy Torres, 2000). A lo dicho se agregan los lineamientos que
en la materia despliegan los organismos internacionales con los que el
Gobierno de la República tiene acuerdos o convenios.

Delinear algunas de las características básicas del contexto de la
sociedad mexicana, a la entrada del nuevo siglo esel propósito principal de
este texto para escenificar e interpretar la viabilidad de la educación supe­
rior en el porvenir inmediato, en la coyuntura por así decir. El ejercicio es
relevante porque las tareas educativas del nivel superior son monumentales
para ser resueltas en una sociedad pobre, que ha tenido crisis económicas
recurrentes desde hace más de dos décadas, con un sistema productivo
cada vez más dependiente de los Estados Unidos y con profundas desigual­
dades territoriales y sociales que hacen coexistir a grupos integrados a la
competitividad internacional con una franja muy considerable de
población marginada, excluida y vulnerable (e.g. OCOE, 2001).

En la realidad educativa se presenta una especie de incongruencia
entre el discurso y las prácticas oficiales. El crecimiento económico y el
desarrollo de la sociedad se hacen depender de la educación y de recursos
humanos altamente calificados. Y al mismo tiempo se imponen restric­
ciones financieras a la política social que limitan las posibilidades de una
mejor educación y de una mayor cobertura por la escasez económica. En
este juego antitético se presentan factores de otra índole, que en conjunto
abren una serie de retos para la educación superior.

ALGUNOS TRAZOS
SOBRE LA ECONOMíA Y SUS IMPLICACIONES
PARA LA EDUCACIÓN SUPERIOR

En el país se dejaron sentir algunos síntomas de recesión desde el final del
año 2000, como respuesta a las dificultades que comenzó a tener la
economía norteamericana en ese entonces. Al reducirse la demanda externa
hubo también una caída en las inversiones al siguiente año y una tendencia
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a la baja en el crecimiento del empleo (e.g. OCDE, 2002). Las tendencias se
agravaron debido a la incertidumbre creada en los Estados Unidos por los
sucesos del 11 de septiembre. El año pasado, como se sabe, el producto
interno bruto cayó significativamente, hubo una manifestación clara de
recesión y pérdida neta de empleos.

No obstante, los reportes de la economía mexicana indican que no se
presentó una fuerte inestabilidad macroeconómica, como en otras oca­
siones, acompañada por una crisis de confianza, lo que se supone será una
ventaja para su recuperación, que seespera comience en este 2002 cuando la
expectativa de crecimiento del producto interno bruto (PIB) es de alrededor
del 1.7 por ciento, en ascenso para el 2003. La tasa de inflación en el pre­
sente año se considera que será menor al 5 por ciento y que prácticamente
habrá estabilidad cambiaria. Sobre esto último hay debate acerca de si se
debe continuar como hasta ahora (con un dólar barato), lo que favorece a
las importaciones, o si se debe llevar un ritmo más rápido de deslizamiento
del peso para abrirle más posibilidades al sector de exportación.

Importante, asimismo, es señalar que el comportamiento macroeco­
nómico ha estado asociado a la disciplina fiscal. El gobierno federal sigue
una política vigilante del gasto y cuando lo considera necesario hace
recortes. Tal acción habitualmente va ligada a los precios internacionales del
crudo y cuando se lleva a cabo produce un reajuste al presupuesto que difi­
culta o impide cumplir objetivos. A esta presión variable, se agregan otras
sobre las finanzas públicas, como el servicio de la deuda, por ejemplo, yel
sistema de pensión de los empleados gubernamentales y trabajadores uni­
versitarios que puede convertirse en un hoyo negro si no se da una salida
correcta. Las posibilidades financieras del gobierno siguen estando limi­
tadas, mantiene una posición frágil y una reforma fiscal de fondo, mediante
la ampliación de la base tributaria y un impuesto no regresivo, sigue siendo
un objetivo político para el presente régimen.

Hay otras debilidades estructurales que persisten en el país. El volumen
de la pobreza extrema es una de ellas. Sólo para ilustrar el punto. El censo
del año 2000 indica que el 51 por ciento, en números redondos, de la
población ocupada no recibía ingreso o recibía ingresos hasta dos salarios
mínimos (véase cuadro 1). En las zonas urbanas, en que ha disminuido la
proporción de población ocupada que recibe ingresos por debajo de los dos
salarios mínimos, todavía representaba en el año 2000 el 36.8 por ciento
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(véase cuadro 1). En fin, hay índices de pobreza y marginación que se
refieren a millones de mexicanos y que dividen territorial mente al mapa de
la República prácticamente en dos partes, en el que el sur cuenta con los
indicadores más elevados de miseria (Conapo, s/f).

CUADRO 1
INDICADORES ESTADíSTICOS SELECCIONADOS

Población ocupada
que recibe menos de
dos salarios mínimos

Total población
ocupada
33730,210.00

Pobo ocupada
menos de 2 s.m.
17'201,1 78.00

Proporción

51.00%

Fuente: INEGI, Censo General de Población y Vivienda.

Porcentaje de la población
urbana ocupada por el nivel
de ingresos

Pob.ocup.
menos 1 s.m.
8.30%

Pob.ocup.
menos de 2 s.m.
28.50%

Total

36.80%

ruente: INEGI. Encuesta Nacional de Empleo Urbano. Cifras preliminares, 2000.

Porcentaje de trabajadores por
cuenta propia

Porcentaje de asalariados sin
prestaciones

Porcentaje de la población
urbana ocupada que trabaja
menos de 48 horas

Tasa de desempleo abierto
(total)

Grupo 20-24 años

Fuente: INEGI, XI Y XII Censo General de Población y Vivienda.

Tasaespecífica de participación
económica de mujeres

Fuente: INEGI, XI Y XII Censo General de Población y Vivienda.

Tasa promedio de participación
en la actividad económica
del grupo 20-24 años

1 7.30%

22.90%

2.28%

2.20%
4.10%

1999
19.60%

61.30%

2000
29.90%

Fuente: INEGI, Encuesta Nacional de Empleo Urbano. Trimestre 1 a 4. 2001.

Esta dualidad estructural no sólo se observa en la situación socioe­
conómica de los trabajadores, sino también en la estructura productiva yen
el mercado laboral como resultado de la coexistencia de un sector moder-
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no exportador, que responde al modelo de desarrollo implantado en los
últimos lustros, y otro sector menos eficiente que se dedica a atender el
mercado interno. Y esta característica, a su vez, se refleja en el mundo del
trabajo donde hay una gran masa de personas en la informalidad versus los
que tienen empleo formal.

El tamaño de la empresa es un indicador que está asociado al uso de
tecnología, la productividad, los ingresos y la capacitación requerida a los
trabajadores. En el último trimestre de 2001, más de dos quintas partes
de los trabajadores urbanos laboraban en empresas pequeñas de menos de
cinco personas y otras dos quintas partes en empresas grandes (de más
de 51 trabajadores) (véase gráfica 1). Las primeras, junto con las medianas,
tienen menos apoyos de infraestructura y, desde luego, menos acceso al
financiamiento para crecer y diversificarse.

GRÁFICA 1
DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE LA POBLACIÓN URBANA OCUPADA

SEGÚN NÚMERO DE EMPLEADOS DEL ESTABLECIMIENTO

40. TRIMESTRE, 2001

51 Y más
40.9%

6 a 50
16.7%

1 aS
42.4%

Fuente: INICI, Encuesta Nacional de Empleo Urbano.

México tiene un mercado laboral en el que predominan los servicios
donde está ocupada más de la mitad de la población que trabaja (véasegrá­
fica 2). En las zonas urbanas un quinto está en el comercio y la adminis­
tración pública absorbe alrededor del 6 por ciento (véase gráfica 3). Pero,
además de la distribución por sector, el mercado laboral mexicano podría
decirse que está deprimido por las condiciones en las que se ocupa a los
trabajadores. La Encuesta Nacional de Empleo Urbano contiene indicadores
sobre las condiciones críticas de trabajo. Llama la atención que un 17 por
ciento sean autoempleados, que más de un quinto de la población urbana
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ocupada sean asalariados sin prestaciones, que la tasa de desempleo sea
muy baja (2.2) y que un 22 por ciento de la población tenga que trabajar
más de 48 horas semanales para sobrevivir (véase cuadro 1).

GRÁFICA 2

DISTRIBUCiÓN PORCENTUAL DE LA POBLACIÓN OCUPADA

POR SECTOR DE LA ACTIVIDAD EN MÉXICO, 2000

Sector terciario
54.7%

N.E.
0.5%

Sector secundario
26.7%

40%

35%

30%

25%

20%

15%

10%

5%

0%

Fuente: INECI, Encuesta Nacional de Empleo, 2000.

GRÁFICA 3

DISTRIBUCiÓN PORCENTUAL DE LA POBLACiÓN URBANA

OCUPADA POR SECTORES DE LA ACTIVIDAD, 2000

36.00%

Agricultura, Extractiva Transformación Construccíón Comercio Servidos Comunicaciones
ganadería, electricidad y transportes
silvicultura,

pesca y caza

Fuente: IN>GI, Encuesta Nacional de Empleo.

6.00%

~
Gobierno Otros

Aparte de lo anterior y del bajo costo de la mano obra, destaca el notable
aumento de la mujer en la actividad económica durante los años noventa hasta
llegar al 30 por ciento (véase cuadro 1), al tiempo que experimenta un mayor
desempleo, menores ingresos que los hombres y realiza ocupaciones de menor

HUMBERTO MuÑoz GARCíA • ROBERTO RODRíGUEZ GÓMEZ

10

ocupada sean asalariados sin prestaciones, que la tasa de desempleo sea
muy baja (2.2) y que un 22 por ciento de la población tenga que trabajar
más de 48 horas semanales para sobrevivir (véase cuadro 1).

GRÁFICA 2

DISTRIBUCiÓN PORCENTUAL DE LA POBLACIÓN OCUPADA

POR SECTOR DE LA ACTIVIDAD EN MÉXICO, 2000

Sector terciario
54.7%

N.E.
0.5%

Sector secundario
26.7%

40%

35%

30%

25%

20%

15%

10%

5%

0%

Fuente: INECI, Encuesta Nacional de Empleo, 2000.

GRÁFICA 3

DISTRIBUCiÓN PORCENTUAL DE LA POBLACiÓN URBANA

OCUPADA POR SECTORES DE LA ACTIVIDAD, 2000

36.00%

Agricultura, Extractjva Transformación Construccíón Comercio Servidos Comunicaciones
ganadería, electricidad y transportes
silvicultura,

pesca y caza

Fuente: IN>GI, Encuesta Nacional de Empleo.

6.00%

~
Gobierno Otros

Aparte de lo anterior y del bajo costo de la mano obra, destaca el notable
aumento de la mujer en la actividad económica durante los años noventa hasta
llegar al 30 por ciento (véase cuadro 1), al tiempo que experimenta un mayor
desempleo, menores ingresos que los hombres y realiza ocupaciones de menor

HUMBERTO MuÑoz GARCíA • ROBERTO RODRíGUEZ GÓMEZ

10



jerarquía social que ellos. Finalmente, habría que decir que el desempleo juve­
nil entre los 20 y los24 añoscasi duplica la tasa global (véase cuadro 1), aunque
también es de llamar la atención que en las áreas urbanas seis de cada 10
jóvenes en el mismo grupo etario participan de la actividad económica.

¿Cómo se relaciona todo esto con la educación superior? A primera
vista, se observa la necesidad de retomar una senda para que la economía
crezca a un buen ritmo. De otro modo, habrán serias dificultades para
generar y mejorar las condiciones de empleo y para que el mercado labo­
ral pueda absorber a los profesionistas que egresen de las instituciones
educativas. Es interesante advertir que en todo el decenio pasado no
aumentó, en términos relativos, el número de profesionistas ocupados en
las zonas urbanas del país, ubicándose la cifra alrededor del 14 por ciento
(véase cuadro 2). Si el mercado laboral no se reactiva, entonces, per­
manecerá el fenómeno del credencialismo, la fuga hacia adelante en el pos­
grado con maestros y doctores que invadan los campos profesionales, y cri­
terios de discriminación en el empleo por origen social y carácter público o
privado de la institución en la que secursaron los estudios. Todo este cuadro
no es nuevo, lo viene arrastrando el país desde los años ochenta. Lo difícil
es que se haya agudizado y que de no corregirse las debilidades estruc­
turales del sistema productivo vuelvan más complejos los problemas y sus
soluciones.

CUADRO 2
PORCENTAJE DE LA POBLACIÓN DE PROFESIONALES Y TÉCNICOS

EN EL TOTAL DE LA POBLACiÓN URBANA OCUPADA, 1994-2000

1994 13.60%
1995 14.10%
1996 14.20%
1997 14.20%
1998 13.80%
1999 13.70%
2000 14.20%

Fuente: INECI, Encuesta Nacional de Empleo Urbano.

Un segundo punto es que las instituciones de educación superior ten­
drían que prepararse para formar cuadros profesionales que auxiliaran el
desarrollo de la pequeña y mediana empresa, mientras que el sector producti­
vo debería coadyuvar y facilitar el vínculo con las instituciones de educación
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superior para tal propósito. La innovación tecnológica, a veces sencilla en este
tamaño de establecimientos, una mano de obra con más altos niveles esco­
lares, nuevas formas de encadenamiento productivo y una organización
empresarial más ágil, así como acceso al crédito son ejes significativos para
elevar la productividad en este segmento de la economía. A la par, las institu­
ciones educativas seguirían formando recursos humanos que elevaran la com­
petitividad de los sectores orientados a la producción de bienes para la
exportación o ligadas internacionalmente a la prestación de servicios, las
finanzas, la informática y las telecomunicaciones.

Este enfoque supone una concepción y una ética diferentes al actual acer­
ca de las relaciones que mantienen la educación y el trabajo (Suárez, 2002),
aspecto que requiere nuevas ideas y más conocimiento. Asimismo, políticas
que lo apoyen y tiendan a romper las ataduras y rigideces que caracterizan a
muchas instituciones educativas, que les permitan cambiar las formas y con­
tenidos de la docencia, estrechar los vínculos de la investigación con la
enseñanza y dedicar mayor atención a los problemas del entorno social.

Un tercer y último punto que se desprende de lascondiciones económi­
cas del país y las debilidades financieras de los gobiernos federal y estatales,
es la idea de que en lascircunstancias actuales han llegado, en muchos casos
y por lo pronto, al límite de su capacidad para financiar la educación superior
pública (e.g. Johnstone et al., 1998). Una hipótesis complementaria es que la
inversión privada en nuevas instituciones o establecimientos filiales seguirá
aumentando y elevando su participación en la matrícula.' Será indispensable
estimar, de aquí en adelante, la contribución del sector privado en las metas
de cobertura y analizar si se le entregan subsidios públicos por vías directas
o indirectas. Asimismo, se requiere un mayor conocimiento de la educación
superior privada y de la fuerte segmentación que la caracteriza entre un

'Nos referimos a inversión que no está cuantificada, pero que consideramos ha ido en aumento a partir de la
multiplicación de instituciones y establecimientos privados de educación superior. La SEP y otros organismos como
ellNEGI presentan cifras y estimaciones del gasto privado en educación superior que se incluyen en los informes presi­
denciales. Estoscálculos se refieren al gasto de los particulares en educación e incluyen dos grandes categorías: el gasto
de los alumnos que asisten a escuelas particulares y el de los estudiantes que asisten al sistema público. Del gasto que
se imputa a los particulares la primer categoría efectúa el 64 por ciento y la segunda el 36 por ciento. Para la edu­
cación superior el gasto es estimado pues sólo se capta el de las escuelas normales. En fin, las cifras que se presen­
tan refieren a lo que las familias gastan en enviar a los hijos a la escuela; son estimaciones no precisas ni confiables
por la forma en que se obtiene la información, pero que se suman al gasto público, lo que eleva el total del gasto en
educación que se hace en el país a la par que aumenta el gasto privado. Véaseen la págína de Internet de la SEP el docu­
mento "Explicación de los ajustes al gasto nacional en educación reportados en los informes de Gobierno". Las cifras
que presenta el INEGI del gasto prívado se reproducen en el cuadro 3.
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pequeño núcleo de instituciones para las é1ites y un inmenso grupo que no
cumple con los requisitos y criterios que se exigen a las universidades públicas.

CUADRO 3
PORCENTAJE OH GASTO EN EDUCACIÓN OH SECTOR PRIVADO

COMO PARTE OH GASTO NACIONAL EN EDUCACIÓN

1990 8.10%
1991 5.20%
1992 6.40%
1993 5.80%
1994 5.20%
1995 4.60%
1996 17.20%
1997 17.60%
1998 18.70%
1999 18.60%
2000 18.60%

fuente: INeCl, Estadísticas sociodemográficas. 60. Informe de Gobierno, 2000.

Los RETOS DEMOGRÁFICOS Y ALGUNOS
DESAFíos pOLíTICOS A LA EDUCACIÓN SUPERIOR

En el pasado reciente la sociedad y el gobierno hicieron esfuerzos notables para

aumentar la matrícula y la cobertura educativa en el tercer nivel de escola­

ridad. En los 12 años que van de 1990 a la fecha se agregaron al sistema cerca

de un millón de estudiantes con una cobertura que llegó al 20 por ciento,

aproximadamente, para alcanzar una matrícula de 2.2 millones de estu­

diantes. Como parte de esta tendencia el posgrado en el decenio anterior

creció a una tasa anual promedio de 10. 8 por ciento (véase cuadro 4).

CUADRO 4
NÚMERO DE ALUMNOS

Año

1990
2000

Tasa de crecimiento 1990-2000

Fuente: ANUlES, Anuario Estadístico, 2000.

Licenciatura

1'245,500.00
1'962,800.00

4.70%
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Posgrado

43,900.00
118,100.00

10.80%
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Las metas del Plan Nacional de Educación son auspiciar el crecimiento
de la matrícula en el nivel superior hasta tres millones de alumnos, con lo
que el país llegaría en el 2006 a una cobertura de aproximadamente 28 por
ciento sobre el grupo de 18 a 23 años. Esta tendencia esperada se daría
mediante la diversificación de la oferta, sería diferencial entre las entidades
federativas y buscaría corregir las desigualdades geográficas.

Respecto a la dimensión demográfica lo señalado en el documento de la
ANUlES sigue teniendo validez en sus tendencias generales. Después de las
proyecciones demográficas que se tomaron en el referido documento para
ilustrar estadimensión se hicieron otras en el Conapo (s/f) que reafirman varias
cosas: la tasa de crecimiento natural de la población continuará en descenso,
la esperanza de vida al nacer, por el contrario, seguiráaumentando, se enfren­
tará un claro envejecimiento de la estructura demográfica, lo cual se aprecia en
el aumento de la edad promedio. De acuerdo con lo que se desprende de
dicha información, la presión de la demanda educativa por el crecimiento
de los grupos de 15 a 19 y de 20 a 24 años habría tenido su grado más fuerte
en el decenio que va de 1996 al 2005, fecha a partir de la cual disminuye el
número absoluto de personas en ambos conjuntos (véase cuadro 5).

CUADRO 5
POBLACIÓN TOTAL POR GRUPOS DE EDAD, 1996·2050

(15-19 y 20-24)

Año Grupo 15-19 Grupo 20-24

1996
2000
2005
2010
2015
2020
2030
2040
2050

Fuente: Conapo.

10'147,000.00
10'516,000.00
10'806.000.00
10746.000.00
10'232,000.00

9'586,000.00
8'590,000.00
7756,000.00
6'864,000.00

9'497,000.00
9738,000.00

10'340,000.00
10,419,000.00
10'364,000.00

9'872,000.00
8708,000.00
7'911,000.00
7'033,000.00

La presión al crecimiento de la matrícula, a partir de entonces, se dará
por dos procesos derivados del cambio en la estructura demográfica y otros
de carácter social que se relacionan con el avance tecnológico, el cambio de
la estructura ocupacional y la más rápida velocidad de obsolescencia del

HUMBERTO MuÑoz GARCíA • ROBERTO RODRíGUEZ GÓMEZ

14

Las metas del Plan Nacional de Educación son auspiciar el crecimiento
de la matrícula en el nivel superior hasta tres millones de alumnos, con lo
que el país llegaría en el 2006 a una cobertura de aproximadamente 28 por
ciento sobre el grupo de 18 a 23 años. Esta tendencia esperada se daría
mediante la diversificación de la oferta, sería diferencial entre las entidades
federativas y buscaría corregir las desigualdades geográficas.

Respecto a la dimensión demográfica lo señalado en el documento de la
ANUlES sigue teniendo validez en sus tendencias generales. Después de las
proyecciones demográficas que se tomaron en el referido documento para
ilustrar esta dimensión se hicieron otras en el Conapo (s/f) que reafirman varias
cosas: la tasa de crecimiento natural de la población continuará en descenso,
la esperanza de vida al nacer, por el contrario, seguirá aumentando, se enfren­
tará un claro envejecimiento de la estructura demográfica, lo cual se aprecia en
el aumento de la edad promedio. De acuerdo con lo que se desprende de
dicha información, la presión de la demanda educativa por el crecimiento
de los grupos de 15 a 19 y de 20 a 24 años habría tenido su grado más fuerte
en el decenio que va de 1996 al 2005, fecha a partir de la cual disminuye el
número absoluto de personas en ambos conjuntos (véase cuadro 5).

CUADRO 5
POBLACIÓN TOTAL POR GRUPOS DE EDAD, 1996·2050

(15-19 y 20-24)

Año Grupo 15-19 Grupo 20-24

1996
2000
2005
2010
2015
2020
2030
2040
2050

Fuente: Conapo.

10'147,000.00
10'516,000.00
10'806.000.00
10746.000.00
10'232,000.00

9'586,000.00
8'590,000.00
7756,000.00
6'864,000.00

9'497,000.00
9738,000.00

10'340,000.00
10,419,000.00
10'364,000.00

9'872,000.00
8708,000.00
7'911,000.00
7'033,000.00

La presión al crecimiento de la matrícula, a partir de entonces, se dará
por dos procesos derivados del cambio en la estructura demográfica y otros
de carácter social que se relacionan con el avance tecnológico, el cambio de
la estructura ocupacional y la más rápida velocidad de obsolescencia del

HUMBERTO MuÑoz GARCíA • ROBERTO RODRíGUEZ GÓMEZ

14



conocimiento. Una población que envejece y tiene una mayor esperanza de
vida posiblemente dará como resultado que la edad de jubilación se retrase. En
consecuencia se tendrá una porción de personas y profesionistas en un merca­
do laboral flexible y cambiante que trabajará un mayor número de años y
requerirá cursar o volver a cursar estudios en las instituciones de educación
media superior y superior, por un lado (e.g. Martínez, Seco y Wriedt, 1997).

Por el otro, lo que se ha llamado el bono demográfico significa que la po­
blación económicamente activa (PEA) va a experimentar un fuerte crecimiento.
La dinámica y la estructura del empleo tendrán que dar cabida a un mayor
número de personas que seagregarán al mercado al mismo tiempo que aumen­
tan permanentemente los años de vida activa. Lo primero supone un ritmo más
elevado de creación de puestos de trabajo, esto es, dotar de mayor capacidad a
la economía mexicana. Y lo segundo, como sesugiereen el párrafo anterior, ca­
lificar variasveces en el curso de la vida activa a casi toda la fuerza de trabajo.
El comportamiento del sistema productivo y los cambios en el mercado laboral
serán, pues, determinantes del volumen de la PEA, su composición sectorial por
edad y sexo, su escolaridad y capacitación, asícomo su distribución geográfica.

La PEA del país se acercará a los 50 millones en el último tercio del pre­
sente sexenio (véase gráfica 4), esto es, aumentará aproximadamente unos
13 millones con relación a 1995. Los cálculos del Conapo (s/f) indican que
en los primeros tres lustros de este siglo se necesitarán crear más de
1'200,000 empleos al año.

GRÁFICA 4

PROYECTO DE LA POBLACIÓN ECONÓMICAMENTE ACTIVA
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Estas tendencias suponen dos cosas. La primera es hacer un esfuerzo
notable para reducir el rezago escolar y elevar el nivel promedio de esco­
laridad de la PEA. Acerca de este punto, las proyecciones educativas del
Conapo (s/f) indican que habrá una mayor retención en el sistema educati­
vo, que se elevará generacionalmente el promedio de escolaridad y que
tenderán a disminuir las diferencias entre las entidades federativas. La
segunda, como ya se anotó, que la demanda de educación media superior
y superior continuará aumentando en los próximos años. La educación
superior, en consecuencia, será un factor crucial para reducir las desigual­
dades sociales y recibirá presiones del sistema económico para que los
estudiantes adquieran los conocimientos que les permitan ejercer ocupa­
ciones adecuadamente remuneradas.

Ante las perspectivas de elevar la eficiencia de la economía para satis­
facer las necesidades internas y colocar al país en una mejor posición para
la competencia económica internacional, será verdaderamente fundamen­
tal contar con una mano de obra más y mejor calificada, así como con pro­
fesionistas y posgraduados preparados para enfrentar los desafíos de la socie­
dad mexicana. Por eso es que la apuesta a futuro debe centrarse en la edu­
cación, en la igualdad de oportunidades para educarse con calidad; una
fuerza de trabajo poco calificada y más barata que en otros países del
mundo dejará de ser una ventaja comparativa para México.

Para que tal propósito se alcance hay necesidad de hacer lo que podría
llamarse una reforma integral del sistema educativo y revisar algunos de los
arreglos institucionales del mercado laboral como parte de un programa de
desarrollo. Esto es, se requiere en ambos casos cambios normativos con un
enfoque global lo que significa una visión de conjunto de las relaciones
entre esferas de gobierno, como en este caso la educación y el trabajo. y
tal vez ello tendrá que esperar a que la transición mexicana termine de
ajustar las relaciones entre los poderes, llegar a equilibrios políticos, con la
anunciada reforma del Estado, de tal manera que se puedan vencer
resistencias o ataduras estructurales remanentes que se oponen a los cam­
bios educativos de fondo que son necesarios llevar a cabo.

Las crisis recurrentes de la economía mexicana, la fragmentación social
unida a la desregulación del mercado laboral, la incapacidad de la educación
como mecanismo segurode movilidad social, el aumento de la informalidad,
las políticas económicas de control salarial como instrumento para contener
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o disminuir la inflación, la pérdida de fuerza del sindicalismo, el deterioro
político del partido de Estado, la inexistencia de una alternativa política con
una agenda redistributiva convincente, las fracturas o rupturas institucionales
son, entre otros factores, las principales fuentes que agravaron la desigualdad
social en la década pasada y estimularon la necesidad de un cambio político.

La expectativa ahora es que el régimen político y una democracia
auténtica, participativa, con instituciones que recobren su dinamismo y
capacidad de gestión, se vuelvan elementos decisivos para vencer la desigual­
dad y la extrema pobreza. En tal combate, las esperanzas de la población se
han vuelto a cifrar en la educación yen el logro de una mayor y mejor esco­
larización, que para muchos mexicanos se traduce en llegar, salir de las uni­
versidades y encontrar un trabajo remunerado que corresponda al capital
cultural adquirido en los estudios. De ahí pues que la educación superior y
el apoyo que le brinde el Estado, así como la forma en que lo haga,
cobrarán un enorme significado político para el desarrollo económico, el
vínculo indispensable de la educación con el trabajo, la propia consoli­
dación de un régimen ciudadano, el escrutinio al gobierno en turno, la par­
ticipación consciente en los procesos electorales y la alternancia en el
poder. El reto es mayúsculo en las condiciones actuales y por ello es nece­
sario evitar a toda costa cometer errores que retrasen o hagan nugatorios los
efectos positivos que en su caso lleguen a tener las políticas educativas que
se apliquen. Lamentablemente, el pasado reciente está demasiado cargado
y acumuló tensiones y vicios en el sistema educativo, como la simulación,
que no pueden seguir reproduciéndose a través de su manejo político o la
aplicación de recursos financieros insuficientes sin criterios conocidos o
aceptados. El riesgo sería demasiado costoso en legitimidad.

EL SISTEMA DE EDUCACiÓN SUPERIOR
Y LAS pOLíTICAS EDUCATIVAS

Este apartado comienza con una pregunta: ¿Cómo se encuentra el sistema
de educación superior a la entrada del nuevo siglo? En este nivel educativo
se experimentó recientemente una fuerte expansión y diversificación de
estudiantes, académicos e instituciones. Dos características más son la
desconcentración de la matrícula en el territorio (Ríos, 2001), ligada a la fede­
ralización, y su concentración en las carreras sociales y administrativas.
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Enel ámbito de la educación pública en el decenio pasadosecrearon insti­

tutos y universidades tecnológicas y se restringió o impidió el crecimiento
de las universidades. A la par, el sector privado adquirió una mayor presencia

en la oferta educativa y absorbió una buena parte de la demanda al pasar
de un 17.4 por ciento de la matrícula de licenciatura en 1990 a un 30 por
ciento en el 2000. Por su lado, el posgrado prácticamente dobló el número
de estudiantes en apenas seis años, pero sólo una reducida parte de los pro­
gramas (alrededor del 10 por ciento) está reconocida por estándares de
excelencia. Se estima que dicho incremento se relaciona con la estrechez
del mercado profesional y un mayor credencialismo, y que ambos estimu­
lan la permanencia en la escuela, a pesar de que se trate únicamente del
15 por ciento de los estudiantes que terminan la licenciatura y continúan el

posgrado. En este nivel, el sector privado cubre alrededor del 40 por cien­
to de la matrícula, básicamente en maestrías. En consecuencia, las universi­
dades públicas realizan la casi totalidad de la investigación académica, no

obstante que en muchas instituciones es bastante débil, poco consolidada y,
en ocasiones, restringida a algunos cuantos campos disciplinarios.

México entra al nuevo siglo con un sistema de educación superior que
ha hecho un verdadero esfuerzo de ampliación de la cobertura y al mismo
tiempo ha tratado de mantener, cuando no elevar, la calidad. Para este últi­
mo propósito se crearon múltiples mecanismos de evaluación de institu­
ciones, programas y personas que trabajan como académicos. La cultura de
la evaluación penetró e impregnó la gestión y la vida académica. En el seg­
mento de las universidades públicas se hicieron cambios jurídicos y de
organización; además, se volvió un requisito para acceder a fondos com­
plementarios contar con un plan de desarrollo institucional. Los recursos se
asignaron conforme a criterios de desempeño y mérito académico, en una
lógica de competencia a través de innumerables instrumentos financieros
creados por el propio gobierno federal.

En suma, el sistema de educación superior al arribo del nuevo milenio
es un conjunto institucional complejo, agrupado en varias asociaciones, o
conjuntos (ANUlES, FIMPES, CUPIA), con diversos segmentos, normas, estilos de
gobierno, así como rigideces estructurales y dificultades para reformarse y
ajustarse a las necesidades del entorno social. Tiene, además, problemas
severos por el envejecimiento de su planta académica, laborales y sindi­
cales, falta de recursos financieros, desregulación del sector privado, donde
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la inmensa mayoría de establecimientos no cuentan con supervisión de las
autoridades. Asimismo, existen diferentes formas de relación y coordinación
con el gobierno federal en las que el peso o la fuerza política de las institu­
ciones sigue siendo crucial en la negociación de ventajas.

Loscambios y los problemas que enfrenta la educación superior son resul­
tado de las políticas, estrategias e instrumentos que le han sido aplicados por
la administración pública, aunque también de nuevos arreglos institucionales
entre los grandes sectores que lo componen y las autoridades educativas
(Rodríguez, 2002). Para conducir este enmarañado sistema ahora habrá que
pasar de la diversificación a la integración y la coordinación de esfuerzos,
donde las tensiones no sólo serán provocadas por la competencia y las dife­
rencias en la asignación de recursos financieros, sino también por las lógicas
derivadas de la autonomía de las instituciones y la necesidad que tendrán
las autoridades nacionales de que se apeguen a sus políticas de cambio.

En el momento actual, las instituciones de carácter público habrán de
combinar la planeación estratégica y la evaluación con el mayor éxito posible
para poder ser acreditadas académicamente, en su totalidad o en algunas de
sus partes. La acreditación será un proceso clave para recibir financiamiento
y adquirir prestigio en el presente sexenio. Es una línea política que busca
ordenar el sistema y proyectar a futuro nuevas formas de evaluación para
enfrentar y coordinar una mayor diferenciación por su crecimiento. Y es
aquí donde se abren una serie de interrogantes sobre la autonomía de las
universidades públicas, la libertad de cátedra e investigación y, eventual­
mente, sobre la resistencia que puedan tener las políticas públicas y el des­
tino que sigan aquellas instituciones que no las deseen adoptar. Asimismo,
la acreditación es posible que vaya de la mano con la capacidad y flexibilidad
de las instituciones para reorganizarse académicamente, con su eficiencia
administrativa y con la emergencia de una capa directiva profesionalizada
que brinde mayores garantías al cumplimiento de objetivos y metas.

La puesta en práctica del actual Programa Nacional de Educación,
como ya ha sido escrito en varios ensayos (e.g. Álvarez y De Vries, 2002)
supone una mayor injerencia del gobierno federal en la vida de las institu­
ciones. Este importante actor de la educación superior impulsará y tratará
que las instituciones se ciñan a las políticas centrales, ejercerá una mayor
vigilancia sobre el uso de los recursos a través de la rendición de cuentas,
estimulará los cambios mediante la aplicación de nuevas modalidades e
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instrumentos financieros (PIFI y PIFOP) ligadosa la certificación y acreditación de
lo que se considere de alto nivel académico. Al mismo tiempo, buscará coor­
dinar e impulsar que los sistemasestatales logren cierta integración y que las
entidades federativas dediquen una mayor parte de su gasto a este nivel
escolar y resuelvan los problemas que se presenten y que no se consideren
de competencia federal. La investigación también seráauspiciada mediante un
paquete de fondos diferenciados en la nueva estructura del Consejo Nacional
de Ciencia y Tecnología, el que continuará acreditando a los posgrados.

En breve, asícomo en los pasados dos sexenios la planeación y la evalua­
ción fueron conceptos claves de la política para la educación, ahora, en el
presente se les suma la acreditación que, como dicen Álvarez y De Vries
(2002), es un concepto que se trae al marco político para paliar la escasez
financiera. Para la educación superior pública, el actual plan del gobierno
cuenta con objetivos y metas, muchos de los cuales son adecuados y acer­
tados. Sin embargo, son también propósitos que se antojan inalcanzables
por las debilidades fiscales de la administración pública y la imposibilidad,
todavía, de acuerdos políticos para una reforma que le brinde más ingre­
sos, problema cuya solución no parece estar a la vuelta de la esquina.

Por lo pronto, se intenta acordar un nuevo modelo de financiamiento para
las instituciones públicas, basado en criterios de desempeño que se espera
comenzar a aplicar en el año 2004. El PNE propone que se le dedique el 1 por
ciento del producto interno bruto (PIS) a la educación superior para el año
2006. Desde luego, sesupone que tal cantidad seráaportada por los sectores
público y privado. Y como ha ocurrido en el pasado inmediato, es muy
probable que el primero tenga dificultades para aumentar el gasto, mien­
tras que el aporte del segundo seguirá incrementándose, como ya se indicó.

En la actualidad, las previsiones de crecimiento económico en su versión
más optimista y la falta de acuerdo entre los poderes Legislativo y Ejecutivo
no auguran que el gobierno federal tendrá recursos suficientes, al menos en
los próximos dos años, para cubrir la parte que le toca en el cumplimiento
de las metas del PNE. Las tendencias recientes muestran las dificultades que
ha tenido el actual gobierno para financiar la educación. El gasto público
en el sector educativo disminuyó como proporción del PIS con relación a
casi cualquier cifra del sexenio anterior (véase cuadro 6). Aunque para la
educación superior hay un incremento notable del gasto federal entre el
2001 y el 2002 en que se alcanza un 0.78 del PIS, gracias a que el Congreso
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agregó más recursos que los solicitados en el proyecto de presupuesto y tal
vez por la sensible pérdida que tuvo el gastofederal en ciencia y tecnología.

CUADRO 6
GASTO PÚBLICO EDUCATIVO (GPE), GASTO FEDERAL EN EDUCACIÓN

SUPERIOR (GFES) y GASTO FEDERAL EN CIENCIA Y TECNOLOGíA (GFCYT)

EN RELACIÓN CON El PRODUCTO INTERNO BRUTO (PIB),

1994-2002

Año GPE/PIB GFES/PIB crcyr/PlB

1994 5.16 0.77 0.14
1995 4.70 0.76 0.35
1996 4.79 0.70 0.35
1997 4.77 0.66 0.42
1998 4.84 0.76 0.46
1999 4.93 0.74 0.41
2000 4.90 0.74 0.42
2001 4.71 0.72 0.44
2002 4.43 0.78 0.37

Fuente: Presidencia de la República. Primer Informe de Gobierno del presidente Vicente Fox, 2001. Para 2002, ley

General del Egresos de la Federación, 2002.

No obstante lo anterior, hay un sentimiento entre quienes conducen las
instituciones públicas de que los recursos continúan siendo insuficientes y
de que ante la escasez y la incertidumbre es muy difícil planear a mediano
plazo (cuatro o cinco años). También parece previsible que continuarán los
auspicios a la educación superior privada para llegar a las metas oficiales
trazadas y para aliviar las presiones de la demanda y lasque seejerzan sobre
los recursos limitados del sector público.

UNA NOTA SOBRE EL CONTEXTO POLíTICO

El problema financiero, la intervención del Estado con instrumentos cen­
tralizadores, las diferentes capacidades negociadoras y técnicas de las insti­
tuciones públicas para satisfacer los requerimientos de la acreditación, lo
heterogéneo del marco jurídico y de la calidad de la enseñanza por institu­
ciones y ramas del conocimiento con propósitos de evaluación, la mayor
presencia del sector privado en el sistema, las lógicas de mercado en lo
público y lo privado, las dificultades de los gobiernos estatales para involu­
crarse en sus respectivos sistemas en medio de entornos políticos particu-
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lares con interesesvariados sobre las universidades, la representación de los
partidos en el Congreso nacional y en los estatales, las diferencias en el
volumen de la demanda en cada entidad y la estratificación social que se
encuentra detrás de ellas, plantean un escenario político bastante comple­
jo para conducir el sistema y a cada institución en su interior, al menos en
el sector público y en particular en las universidades.

La fuerza del gobierno federal en la conducción y coordinación del sis­
tema seguirá siendo determinante, lo mismo que el interés de los gobier­
nos estatales por desarrollar la educación superior. Si se observa la propor­
ción del subsidio que cada uno de los gobiernos otorga a las universidades
estatales públicas se encuentra que en el total el subsidio federal cubre dos
terceras partes de los recursos que reciben (véase cuadro 7). La situación es

muy variada. Hay 11 entidades donde el subsidio federal cubre al menos
el 80 por ciento y ocho estados de la Federación en el que varía entre el
50 y el 60 por ciento. Estas cifras reflejan el compromiso que tienen los
gobiernos estatales en sus universidades y también su capacidad financiera.
Asimismo, reflejan que hay instituciones más dependientes de la Federa­

ción que de los recursos locales. Igualmente, en este vínculo de depen­
dencia los gobiernos locales en ocasiones funcionan como intermediarios y
crean mediaciones que afectan las ligas del gobierno federal con las
unidades del sistema.

Este es un primer acercamiento a la fotografía política. Un c1ose-up
revela que la relación de las universidades estatales con el gobierno federal
es más bien directa. En los estados puede darse con el jefe del Ejecutivo,

cuya voluntad política de apoyo es crucial, pero también pasa por los fun­
cionarios de las instancias de planeación y con lassecretarías de Educación
locales. Hoy, en el nuevo marco político, cuando los recursos locales no son
suficientes, los rectores tienen que recurrir a negociar con los congresos
locales, donde la tónica de mayorías y minorías y el encuadramiento que

tengan de la universidad facilita o dificulta las gestiones. A lo anterior se
suma la capacidad del gobierno universitario frente a su comunidad y la
forma como procese las presiones y demandas de recursos que recibe. La
gobernabilidad de las universidades públicas está en relación con la magni­

tud e interacción de las presiones externas e internas que reciben los rec­
torados y, por tanto, con su grado de vulnerabilidad.
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CUADRO 7

PROPORCIÓN DEL SUBSIDIO PÚBLICO FEDERAL Y ESTATAL AL SISTEMA DE UNIVERSIDADES PÚBLICAS

indicadores

Universidades Cada univ. en total Sub. estatal Sub. extra.

Públicas federales 36.8 0.0 0.3
UNAM 30.0 0.0 0.0
UAM 6.0 0.0 1.7
UPN 0.9 0.0 0.0

Públicasestatales 61.9 33.2 7.1
UA Aguascalientes 0.9 24.2 14.8
UA Baja California 2.3 45.2 7.9
UA de Baja California Sur 0.4 15.5 9.1
UA Campeche 0.6 30.5 8.0
U.A. del Carmen 0.4 36.0 6.6
U.A. Coahuila 2.2 50.0 10.2
UA de Colima 1.5 13.8 12.7
UA Chiapas 1.0 25.6 7.2
U.A. Chihuahua 1.2 40.4 9.0
UA C.D. Juárez 1.1 28.9 11.5
UA Durango 0.9 12.8 14.2
UA Guanajuato 1.5 34.4 7.6
U.A. Guerrero 1.6 12.3 4.7
UA Hidalgo 1.2 23.7 14.0
U. Guadalajara 6.7 48.0 2.9
UA Edo. México 2.4 50.0 7.0
U.A. Michoacana 2.1 30.7 6.0
U.A. Morelos 1.0 21.0 12.9
U.A. Nayarit 1.0 6.4 11.7
UA Nuevo León 6.3 37.8 4.1
UA Oaxaca 0.7 11.4 4.9
UA Puebla 3.6 2.5 7.4
UA Querétaro 1.1 16.5 14.3
UA San Luis Potosí 1.9 11.4 9.7
UA Sinaloa 3.4 13.3 5.1
UA Sonora 1.8 50.0 9.9
U.T. Sonora 0.6 50.0 6.9
U.A Tabasco 1.1 40.4 6.8
U.A Tamaulipas 3.1 40.0 3.8
U.A Tlaxcala 0.6 20.0 12.4
U. Veracruzana 4.4 53.9 3.6
U.A Yucatán 1.7 10.8 10.4
U.A Zacatecas 1.3 13.0 6.8
U. Quintana Roo 0.4 50.0 18.9

Otras lES 1.2 68.2 19.1
U.T. de la Mixteca 0.1 50.0 25.3
U. del Mar 0.1 50.0 26.9
U. de Occidente 0.3 80.2 23.0
Cf5LJES 0.2 86.0 12.6
UNICACH 0.2 74.0 6.3
U. Popular Chontalpan 0.1 50.0 0.0
C1DHEM 0.0 50.0 0.0
U. Caribe 0.1 50.0 63.1
U. Ecatepec 0.0 50.0 0.0
U. Politécnica S.P.L 0.0 50.0 0.0
1. Hidalguense 0.0 50.0 0.0
1. Campechano 0.0 50.0 0.0

Total 100.0 20.7 4.7

Fuente: S'P-S'SIC, marzo de 2002.
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Entre las universidades públicas estatales hay universidades fuertes
académica, política y financieramente, que atienden a poblaciones esco­
lares considerables. Se trata de universidades que, además, son altamente
apoyadas con subsidios estatalesy que juegan un papel central en sus locali­
dades. Hay otras que son débiles, juzgadas con mayor capacidad de con­
flicto, que tienen más dificultades para conseguir recursos y no mantienen
buenas relaciones con los gobiernos estatales. El mapa político en el país,
con gobiernos de distinto signo partidario ha hecho más compleja la
relación entre las instituciones, el gobierno local y el federal.

y dentro del sistema de educación superior, las universidades públicas
federales mantienen un peso considerable que antaño les daba liderazgo y
que hoy, por la escasez de recursos, las ha vuelto sujetas a la crítica por el
monto del subsidio federal que se les asigna. Las tres instituciones (UNAM,

UAM e IPN) ubicadas en el Área Metropolitana de la Ciudad de México
absorben un 36.4 por ciento del subsidio federal, como es el caso del pre­
sente ejercicio en el 2002 (véase cuadro 7). La UNAM, por ejemplo (con el
30 por ciento), tiene condiciones de diálogo directo con el Congreso de la
Unión y con las secretarías de Educación y Hacienda para negociar o rene­
gociar sus finanzas. Asimismo, ha abierto canales de comunicación con el
Gobierno del Distrito Federal, siete universidades más (Guadalajara, Estado
de México, Nuevo León, Puebla, Sinaloa, Tamaulipas y la Veracruzana)
reciben otro 30 por ciento del subsidio federal.

En fin, hay desequilibrios internos en el sistema cuya explicación no
alcanza a justificar la profunda heterogeneidad que lo caracteriza y la falta
de posibilidades para que muchas instituciones corrijan el rumbo, puedan
mejorarse académicamente, consolidarse y atender la parte del crecimiento
de la demanda que lesvaya a tocar. Seríadeseable que el modelo financiero
que se instaure a partir del 2004 tenga en cuenta las diferencias existentes
y que la evaluación sirva para que las instituciones que se encuentren en
desventaja cambien su dirección y se fortalezcan, de tal suerte que el sis­
tema en su conjunto experimente un aumento de la calidad.

La realidad por la que atraviesan las institucionesde enseñanza superior en
el contexto de la transición a la democracia, es una en que se han multipli­
cado los actores que intervienen en su devenir: el gobierno federal, en el que
la Secretaría de Hacienda juega un papel fundamental junto con la de
Educación, el estatal (donde interviene el Ejecutivo y varias secretarías), los
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congresos, los partidos políticos con sus plataformas sobre el tema, las asocia­
ciones (ANUlES, FIMPES, CUPIA), las comisiones nacionales (Conpes, COEPES,

C1EES), el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología y, desde luego, los
actores de las instituciones: académicos, estudiantes, trabajadores, sindi­
catos y burocracias.

Lo que priva en un escenario de este tipo son mecanismos de presión y
resistencia, tensiones y, a veces, malas interpretaciones que complican el
panorama político por la falta de criterios y la dificultad de aclarar situaciones
que algunas instituciones sienten adversas. En este escenario las instituciones
públicas tienen necesidad de diversificar y mantener un intercambio constante
de relacionescon los poderes públicos y con todo aquello que tenga influencia
en comandar el sistema. Con base en acuerdos mínimos para su operación,
no se puede retener a las instituciones que lo forman para que insistan, pre­
sionen o traten de conseguir por su cuenta lo que consideran que les hace
falta para satisfacer sus necesidades. En las iniciativas propias se pierde la
coordinación que requeriría el conjunto para avanzar. Al mismo tiempo, las
instituciones privadas, sin regulación del Estado, actúan con amplios grados
de libertad, con criterios propios y han logrado una presencia creciente que
les ha dado y les dará cada vez más una mayor influencia política.

Tal parece que el logro de equilibrios se localiza en el establecimiento
de reglas comunes aceptadas por todos los actores, contenidas en una
nueva ley general expedida por el Congreso de la Unión, como parte de un
paquete jurídico que ponga de nuevo las cosas en su lugar, integre el
movimiento del sistema y rompa antiguas inercias. Setrata de que esta reali­
dad política en el país sea una oportunidad y no un freno al desarrollo de
las instituciones de educación superior públicas, que puedan construirse y
enriquecerse académicamente en una nueva estructura de relaciones entre
ellas y los poderes del Estado, en un entorno democrático que produzca
ciudadanía, donde la educación en efecto termine por servir a la sociedad.

EL CONTEXTO INTERNACiONAL
Y SUS IMPLICACiONES

Como se ha reiterado los factores del entorno político, económico y social
del país, y las propias fuerzas y dinámicas institucionales, son elementos que
impulsan, a la vez que acotan, las posibilidades de cambio dentro del sis-
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impulsan, a la vez que acotan, las posibilidades de cambio dentro del sis-

LA EDUCACiÓN SUPERIOR

25



tema de educación superior en el presente. Sin embargo, es importante
considerar también otro conjunto de factores, que se deriva de la inserción
de México dentro del proceso de globalización, que representa una de las
principales vertientes para la transformación de los sistemas nacionales de
educación superior en todo el mundo.

En el país, ademásde losefectos que sederivan del proceso de transición
hacia una sociedad en que el conocimiento y la información constituyen
variables estratégicas para la competitividad en el mercado internacional,
pueden apuntarse dos elementos de los que se derivan retos específicos
para la implantación de nuevas instancias y mecanismos que atañen a la
planeación y al control del sistema. Éstos son: la participación de México
en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), y la partici­
pación de México en lasorganizaciones multilaterales encargadas de la regu­
lación de flujos de cooperación y comercio internacional, como esel caso de
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocot) y la
Organización Mundial de Comercio (ove). Enseguida centraremos la aten­
ción en un conjunto de temas asociados al TLCAN, que podrían considerarse
extensivos a la presencia de México en otros ámbitos de cooperación y
comercio internacional.

La importancia del TLCAN sobre la formación de profesionales no puede
subestimarse. En primer lugar, cabe recordar que, por mandato constitu­
cional (artículos 76, 83 Y 133) los tratados internacionales aprobados por el
Senado adquieren el rango de ley federal, a la cual se supeditan jurídica­
mente las constituciones y leyes de las entidades federativas, las leyes
orgánicas de las universidades públicas y las normas sobre el ejercicio pro­
fesional. Bajo esta condición, el contenido del TLCAN en las materias que
involucran, ya sea directa o indirectamente al sistema de educación supe­
rior, implica nuevos elementos dentro del marco normativo del sistema. En
particular, los aspectos del TLCAN que conciernen a las lES son:

a) el comercio transfronterizo de servicios profesionales (capítulo 12 del

tratado);

b) la internación temporal de personas de negocios (capítulo 16), y
e) el régimen de propiedad intelectual en el marco del tratado (capítu­

lo 17).
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En materia de ejercicio profesional el TLCAN incluye una serie de princi­
pios, reservas y compromisos que fueron negociados en el marco tri lateral

y que representan la plataforma general del acuerdo en este tema. Se
establecen como principios la obligación de darse trato de nación más

favorecida, no solicitar obligatoriedad de domicilio nacional, no reconocer

automáticamente los títulos y grados expedidos en los otros dos países, y dar
a los profesionales de los otros países el mismo trato que dan a los profe­
sionales nacionales. También, no solicitarles requisitos adicionales para su

ejercicio profesional.
En cuanto a las reservas se establecen algunas restricciones (cada país las

suyas) limitativas del ejercicio de determinadas profesiones y servicios pro­

fesionales fuera del país de origen. Además, por lo que corresponde a la
parte mexicana, se condiciona la inversión extranjera en el sector educati­

vo en los términos vigentes a otras clases de inversión foránea, principal­
mente el límite de 49 por ciento de participación de la parte extranjera.

Además, se requiere autorización de la SEP pero, en principio, la posibilidad
de establecer servicios educativos en territorio mexicano queda abierta

(Marum, 1998). Por último, en cuanto a los compromisos mutuos de carác­

ter general, el TLCAN establece la formación de un grupo de trabajo para nor­
mar el reconocimiento de títulos y grados y establecer las condiciones para
el tránsito de profesionales entre los países del tratado.

En este marco y con respecto al comercio transfronterizo de servicios
profesionales (véase Ruiz Ochoa, 1997), el TLCAN indica que su ejercicio

depende en cada caso de la autorización o las restricciones que imponga

cualquiera de las partes firmantes del tratado (art. 1213). Los servicios pro­
fesionales transfronterizos incluyen la prestación del servicio (embodied ser­

vices), así como el tránsito del consumidor para recibir el servicio o del
proveedor para brindarlo. En el tratado se especifican los medios para

impulsar estos flujos comerciales (trato nacional, trato de nación más favore­
cida, y trato igual al del proveedor local) según el caso. También se indican

los servicios profesionales sujetos a regulación o restricción (medidas dis­

conformes o restricciones cuantitativas).
Cada país cuenta con un catálogo de los servicios profesionales que

reserva el comercio internacional, así como el plazo en que se prevé su libe­
ración o desregulación. Conforme al anexo 1 del TLCAN, México reservó del
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comercio transfronterizo una serie de actividades y servicios profesionales
específicos o genéricos. Según la sistematización de Ruiz Ochoa éstos son:

a) Odontología y medicina. No se establece calendario de reducción de
la reserva.

b) Servicios aduanales. A discusión después de cinco años.
c) Contaduría. Liberación en dos años.

d) Contaduría pública. Liberación en dos años.
e) Notaría pública. No se establece calendario de reducción.
f) Veterinaria. Liberación en dos años.

g) Abogacía. No se establece calendario de reducción.
h) Servicios profesionales en general. Liberación en dos años, al término

de los cuales sólo se exigirá un domicilio.

Cabe hacer notar que los denominados "servicios profesionales en gene­
ral" comprenden únicamente a las profesiones que requieran una cédula,
pues es esta la restricción fijada en la Ley Reglamentaria del Artículo Quinto
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos (ley de profesiones).

El núcleo del problema del reconocimiento mutuo de las licencias pro­
fesionales (títulos y grados) radica en la certificación de conocimientos.
Como se ha destacado en las reuniones trilaterales posteriores a la firma del
TLCAN la vía para conciliar la diferencia que existe entre los procesos de
acreditación y certificación prevalecientes en Estados Unidos y Canadá
radica en la formación en México de instancias de acreditación independien­
tes del gobierno y de las propias lES. En estadirección cabe mencionar la ini­
ciativa de los comités mexicanos para la práctica internacional de las pro­
fesiones (COMPI) de los cuales se han consolidado los de ingeniería (COMPII)

y arquitectura (COMPIAR), el correspondiente a contaduría está en proceso
de maduración y hay algunas iniciativas en el área de derecho (que son más
bien de cooperación que de reconocimiento mutuo de títulos). En este pro­
ceso converge la reciente integración del Consejo para la Acreditación de
la Educación Superior (Copaes), así como la integración de organismos de
acreditación coordinados por este último. Aunque el propósito de Copaes
no es la acreditación con propósitos de certificación internacional, su exis­
tenciay operación se combina con el trabajo de los COMPI.

Con respecto a la internación o recepción de profesionales entre los
tres países del TLCAN (denominados genéricamente en el tratado como "hom-
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bresde negocios"), el espíritu del tratado consiste en avanzar en la desregu­
lación de los trámites para la internación documentada de los prestadores
de servicios profesionales y en ir eliminando requisitos para la autorización de
permisos temporales de trabajo. No obstante, en esta materia también son
aplicables las disposiciones, reservas y restricciones previstas en el tratado
en materia de reconocimiento mutuo de certificados profesionales. En
otras palabras, las posibilidades de exportación e importación de servicios
profesionales, así como la emigración e inmigración de profesionales está
sujeta a las convenciones que se establezcan en materia de mutua certifi­
cación.

Con respecto al tema de la propiedad intelectual, el TLCAN otorga la
condición de "trato nacional" a la protección y defensa de los derechos de
protección intelectual adquiridos. Esto quiere decir, en general, que cada
uno de los tres países reconoce los derechos intelectuales registrados en el
país de origen como si hubieran sido registrados en los dos restantes. Por
otra parte, se abren nuevas posibilidades para el intercambio científico y
tecnológico, tanto el académico como el comercial. En este terreno las
posibilidades de adquirir ventajas por la transferencia de conocimientos y
tecnologías dependerá, en buena medida, de las oportunidades que se
abran, en el caso de México, de lograr una vinculación más activa y másperti­
nente entre el aparato productivo y las "organizaciones productoras de
conocimientos", entre las cuales las universidades públicas son, en efecto,
un segmento muy relevante.

En suma, la vigencia y operación del TLCAN representa en la actualidad
toda una agenda de temas y nuevos retos para las lES en México, principal­
mente en materia de certificación y acreditación internacional, de prepa­
ración de profesionales con posibilidades de competir en la región del trata­
do, de conocimientos sobre mercados y condiciones en los países firmantes
del mismo. A la vez, requiere de nuevas estrategias y enfoques renovados
sobre las condiciones de generación, aplicación, transferencia y protección
de conocimientos. Sería necesario que estos retos y los problemas que
pueden representar para el manejo del sistema de educación superior se
hagan más explícitos en las políticas públicas y más claros en el horizonte
de los cambios institucionales.
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NOTA FINAL

La perspectiva analítica seguidaen este texto enfatiza que la educación supe­
rior y el sistema en el que se organiza enfrentan retos extraordinariamente
complejos del entorno social en el que se desenvuelven. En esta parte se
resaltan tres de ellos a modo de centrar la discusión respecto a la coyuntura
abierta en el pasado reciente a raíz del cambio de régimen, a pesar de que
las tendencias vienen de más atrás en la historia nacional del fin de siglo.

El primero se refiere al financiamiento y a los límites económicos del
gobierno federal para impulsar el desarrollo de las instituciones públicas a

través de recursos que permitan superar sus rezagos y satisfacer las necesi­
dades que les plantean los nuevos tiempos. En un contexto de escasez y
falta de una política de Estado hacia la educación superior, se ha buscado
hacer un uso más eficiente del gasto público mediante nuevos instrumen­
tos que racionalicen la asignación de los presupuestos operativos. Como
esta línea política no parece haber resuelto los problemas de fondo de las
instituciones y no ha eliminado la incertidumbre de los montos variables

que puede tener el gasto público y su distribución, se requiere avanzar con
rapidez en el establecimiento de reglas conocidas y aceptadas de finan­
ciamiento que permitan a las instituciones tener un mayor control de los
procedimientos a seguir para que los recursos del subsidio destinados al
gasto operativo se dispongan en rubros que explícitamente apoyen sus
planes o políticas de desarrollo.

La política financiera del gobierno a la educación superior, además,
tiene que verse como un asunto de Estado y de viabilidad nacional, lo cual
en términos económicos supone que se haga realidad elevar el subsidio al
1 por ciento del PIB. El aumento tendría que darse por las vías federal y
estatal. Asimismo, el gobierno federal debería estudiar las posibilidades que
tiene para servir de aval a créditos de organismos internacionales (como el
UNAM-BID, por ejemplo) y, con los gobiernos estatales, acordar incentivos fis­
cales a quienes inviertan o donen recursos financieros a las instituciones
públicas. También, apoyar el mejoramiento académico con recursos a la
investigación a través de los fondos sectoriales e internacionales que mane­
je el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. Al mismo tiempo, las uni­
versidades tendrían que hacer un esfuerzo por elevar sus ingresos propios.
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En este mismo camino, es importante darle un mayor énfasis a la federa­
lización y a la organización de sistemas de educación superior en las enti­
dades federativas tal que puedan establecerse ligas entre las instituciones
para que refuercen acciones y apoyos comunes. La federalización supone
instalar en el sistema de educación superior nuevos procesos de toma de
decisiones en los que las entidades federativas puedan tener sus propios
proyectos de desarrollo educativo de cara al proyecto nacional. Y esto
supone, en efecto, que la transferencia de recursos de la Federación a los
otros niveles de gobierno sea suficiente y oportuna. Supone también un
nuevo pacto político entre el Estado y la universidad pública, para que estas
instituciones se desenvuelvan en un medio político propicio y tener rela­
ciones adecuadas con los gobiernos estatales y federal sea cual sea el signo
partidario al que pertenezcan los gobernantes. Seguramente esto diversifi­
cará el tipo y la forma del vínculo gobierno-universidad, los modos de
gestión y lasformas de conducción institucional, lo que tendrá que ser obje­
to de estudio sistemático.

La coyuntura revela, asimismo, la necesidad de avanzar en la formu­
lación de una nueva ley de coordinación de la educación superior en la que
se dicten claramente cuáles son los compromisos y límites del Estado, del
sector privado y las instituciones en el gasto y uso de los recursos que se
invierten, así como en sus resultados y en el cumplimiento de los objetivos
de calidad y equidad contenidos en el Plan Nacional de Educación.

Una segunda dificultad que resulta de estos últimos tiempos se refiere a
la contradicción que parece existir entre la tendencia a darle a la universidad
pública un sentido, por así llamarlo, cada vez más instrumental, que se pre­
senta como una mayor injerencia del gobierno federal en la vida de las insti­
tuciones y la acotación de la autonomía, por un lado. Y por el otro, un esce­
nario en el sistema político de tensiones y resistencias al cambio en el que
no existen condiciones actualmente para avanzar en el establecimiento de
reglas con la prontitud requerida debido a que los actores (partidos, poderes y
organizaciones) seanulan unos a los otros y, en consecuencia, ponen trabas,
debaten y hasta contradicen las políticas públicas en la materia.

El contexto se hace más complejo porque en la pluralidad de actores las
instituciones educativas se ven obligadas a movilizarse y encontrar aliados
en aquellas fuerzas que le brinden mayores grados de resistencia y de liber­
tad frente a la tónica de intervención de las políticas centrales del gobierno. Es
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posible que estas formas de articulación y desarticulación política per­
manezcan un tiempo más hasta que no se le encuentre una salida a la
propia reforma del Estado.

El paísvive una transición política desde un régimen autoritario y en un
modelo de desarrollo económico en el que a un mismo tiempo los agentes
piden que se desregule y se regule al mercado para acelerar el crecimien­
to. Se pide avanzar, pero los rezagos son de tal magnitud que hacen lentos
los procesos, lo que se agrava por el déficit fiscal. Los casos estudiados de
transición política indican que los periodos de cambio son muy variados y
que en ellos pueden existir incongruencias o falta de relación entre las
políticas públicas; son etapas de aprendizaje sobre cómo distribuir el poder
y, en la medida en que se logra la consolidación de un régimen ciudadano.

En esta perspectiva, y este es el tercer reto, hace falta un discurso políti­
co en materia educativa que le dé contenido a los derechos ciudadanos
para usarlos de una manera constructiva, una filosofía que resalte a la edu­
cación superior pública como posibilidad de progreso, una cultura política
y una ética laboral que vayan más allá del utilitarismo y la mitificación de
la tecnología, que hagacreíble, al mismo tiempo que seactúa para producir
la realidad, que los sectores excluidos y lasclases medias pauperizadas ten­
drán oportunidades y podrán encontrar en la educación un ámbito y un
medio para su prosperidad. Insistir en un discurso de equidad en el que el
contenido del concepto queda sin aplicarse, por muchas razones, no
parece lo másconveniente para lograr la legitimidad política inherente a los
procesos y prácticas educativas.
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El país vive una transición política desde un régimen autoritario y en un
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to. Se pide avanzar, pero los rezagos son de tal magnitud que hacen lentos
los procesos, lo que se agrava por el déficit fiscal. Los casos estudiados de
transición política indican que los periodos de cambio son muy variados y
que en ellos pueden existir incongruencias o falta de relación entre las
políticas públicas; son etapas de aprendizaje sobre cómo distribuir el poder
y, en la medida en que se logra la consolidación de un régimen ciudadano.

En esta perspectiva, y este es el tercer reto, hace falta un discurso políti­
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la tecnología, que haga creíble, al mismo tiempo que se actúa para producir
la realidad, que los sectores excluidos y las clases medias pauperizadas ten­
drán oportunidades y podrán encontrar en la educación un ámbito y un
medio para su prosperidad. Insistir en un discurso de equidad en el que el
contenido del concepto queda sin aplicarse, por muchas razones, no
parece lo más conveniente para lograr la legitimidad política inherente a los
procesos y prácticas educativas.
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